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PRESIDE: Señora Representante Alba M. Cocco Soto. 


MIEMBROS: Señora Representante Daniela Payssé y señores Representantes Gustavo A. Espinosa, 
Gonzalo Novales y Edgardo Rodríguez. 


ASISTE: Señor Representante Federico Casaretto. 


INVITADOS: Misión de la Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos integrada por las señoras Carmen Rosa Villa, designada por la Alta Comisionada 
Adjunta, representante para América Latina y el Caribe y doctoras Gabriela Ramírez, 
Titular de la Defensoría y Raizábel Díaz, Directora de Asuntos Internacionales de la 
Defensoría del Pueblo de Venezuela y señores Jefe de la Oficina Defensorial de Cuzco, 
doctor Silvio Campana y Representante de la Unidad de Instituciones Nacionales de la 
Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos, doctor Santiago Martínez 
Orense. 
ver exposición 


Señor Alvaro Alfonso. 
ver exposición 


Funcionarios restituidos del Estado por la Ley N* 15.783, señoras Milka Laderecha y 
Blanca Silvera y señores Eugenio Di Pascua, Pedro Puppo, Jorge González y Esmir 
Barboza. 

ver exposición 


Comisión por el Reencuentro de los Uruguayos, señora Paulina Suárez y señores Baudilio 
Hernández, Erardo Velázquez, Ángel Martínez, Pedro Rojas, Nelson de León, Oscar de la 
Torre y Carlos Areosa. 

ver exposición 


SEÑORA PRESIDENTA (Cocco Soto).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes del Uruguay tiene el alto honor de 
recibir a la delegación del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, integrada por la señora 
Carmen Rosa Villa Quintana, designada Representante de América Latina y el Caribe por la Alta 
Comisionada para los Derechos Humanos; la doctora Gabriela Ramírez, titular de la Defensoría del Pueblo 
de Venezuela; la doctora Raizábel Díaz, Directora de Asuntos Internacionales de la Defensoría del Pueblo de 
Venezuela; el doctor Silvio Campana, Jefe de la Oficina Defensorial de Cuzco, y el doctor Santiago Martínez 
Orense, Representante de la Unidad de Instituciones Nacionales de la Oficina del Alto Comisionado para los 
Derechos Humanos. 


Para nosotros es un gusto y un altísimo honor recibirlos. 


SEÑORA VILLA QUINTANA.- Soy la Representante Regional de la Alta Comisionada de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos. 


En primer lugar, quisiera agradecer la atención que han tenido ustedes el día de hoy para hacer un espacio en 
su agenda y poder recibirnos, sobre todo porque consideramos que es muy importante conversar con ustedes 

acerca del proyecto de ley para la creación de la Institución Nacional de Derechos Humanos. Esa es la razón 

por la que hoy me encuentro acompañada de tan importantes representantes como la Defensora del Pueblo de 
Venezuela y el Defensor del Pueblo de la ciudad de Cuzco, Perú. 


Quisiera empezar por señalar que desde la perspectiva del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, la creación de una Institución Nacional de Derechos Humanos en Uruguay es muy 
importante. Lo es porque corresponde a los compromisos que ha asumido Uruguay, a la ratificación que ha 
hecho de los diferentes tratados internacionales en materia de derechos humanos y, sobre todo, porque en este 
año 2008, en el que se celebra el sexagésimo aniversario de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
esta sería una expresión clara de ese compromiso de Uruguay con el respeto de los derechos humanos. 
Sabemos que ese es un proceso que se viene desarrollando desde hace varios años y que las Naciones Unidas 
viene apoyando de una manera decidida para poder contar con esta Institución Nacional. 


Como bien saben, solo tres países en la región no tienen Institución Nacional de Derechos Humanos: Chile, 
Brasil y el Uruguay. Venimos haciendo un trabajo importante tratando de que en Chile se cuente a la 
brevedad con una Institución Nacional de Derechos Humanos, y esto también ha significado un trabajo 
cercano con el Congreso de la República y con la Vicepresidencia. Y, por supuesto, trabajar con ustedes y 
trabajar en Uruguay para lograr esta Institución Nacional de Derechos Humanos es para nosotros de suma 
importancia. 


Es importante, por un lado, porque el proyecto de ley que ustedes ya tienen elaborado está acorde con los 
Principios de París, principios que como saben fueron convocados y señalados en la Conferencia Mundial 
sobre Derechos Humanos, llevada a cabo en Viena en el año 1993, cuando se indica a los Estados que 
aquellos que no las tienen, creen las instituciones y que aquellos que las tienen, fortalezcan esas instituciones 
de derechos humanos. Lo mismo ha ocurrido en el seno de la Organización de los Estados Americanos que, 
en el mismo sentido, ha ratificado la importancia de fortalecer el trabajo en la promoción y la defensa de los 
derechos humanos por un lado y, por otro, ha hecho un llamado a sus miembros a que cuenten con una 
institución nacional. 


El proyecto que ustedes tienen es muy importante, muy interesante y, sobre todo, muy acorde con los 
Principios de París. Podríamos decir con toda claridad que es el mejor proyecto que conocemos en la región y 
consideramos que vale la pena impulsarlo. Por supuesto que, desde la perspectiva del Alto Comisionado, 
esperamos que con motivo de la celebración del sexagésimo aniversario de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, este proyecto sea aprobado por el honorable Congreso de la República Oriental del 
Uruguay. 


Por lo tanto, para empezar este intercambio de ideas, quería expresar la importancia del diálogo que podemos 
sostener esta mañana con ustedes y con tan importantes representantes de las Defensorías del Pueblo de la 
región. 


Creo que las particularidades del proyecto de ley nos invitan a señalar que, a diferencia de la mayoría de 
Instituciones Nacionales de la región, salvo la de México y la de Canadá, presentando una Comisión 
pluralista, sería una lección y un ejemplo para las otras Defensorías y, además, permitiría enriquecerse con 
buenas prácticas. Considero que este es el espacio importante en el diálogo que queremos sostener con 
ustedes. 


Celebramos y entendemos que hay una mirada positiva respecto del proyecto de ley, y consideramos que en 
esa conversación con ustedes podemos realizar un intercambio que nos permita ver cómo puede avanzar esto 
en los próximos meses. 


SEÑORA RAMÍREZ.- Soy Defensora del Pueblo de Venezuela, y me siento muy honrada de poder 
compartir con ustedes y de poder formar parte de esta delegación que ha venido a su país con el 
propósito de promover la creación y, por supuesto, la actuación de una Institución Nacional de 
Derechos Humanos y ustedes, como foro político, tienen la responsabilidad de abrir ese debate a partir 
de este proyecto que reposa acá. 


La Defensoría del Pueblo de Venezuela es relativamente joven. Nació a partir de un proceso constituyente 
que se desarrolló en nuestro país en el año 1999 y que propició un amplio debate de diferentes sectores de la 
sociedad en torno a todos los temas que ocupaban la vida política de nuestro país. A partir de ese debate se 
decide la creación de dos Poderes nuevos. Ya teníamos el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Poder 
Judicial, y con esta nueva Constitución se incorporan el Poder Electoral, representado por el Consejo 
Nacional Electoral, y el Poder Ciudadano, compuesto por el Fiscal General de la República que corresponde 
al Ministerio Público, el Contralor General de la República y el Defensor o Defensora del Pueblo, en este 
caso. Al Fiscal corresponde todo lo atinente a la acción penal; al Contralor, la vigilancia de la administración 
de los recursos públicos, y al Defensor del Pueblo, lo atinente a la preservación, la defensa y la vigilancia de 
todo el tema de derechos humanos. En este sentido, formamos parte de las más altas instancias de Gobierno; 
somos una de las tres patas de la mesa de un Poder totalmente autónomo, que es el Poder Ciudadano. 


Entre las competencias de la Defensoría del Pueblo está una serie de recursos legales: tiene iniciativa 
legislativa, es decir, puede elevar al Parlamento leyes atinentes a la materia de derechos humanos; puede 
introducir recursos de interpretación en torno a la materia de derechos humanos, y toda el área de educación, 
de promoción, y de posicionar una cultura de derechos humanos. 


La existencia de la Defensoría del Pueblo en una nueva Carta Constitucional forma parte de la vocación del 
Estado de colocar un límite al poder. Es decir, la Defensoría del Pueblo, con ese rango y ese estatus que tiene 
dentro del sistema político venezolano, va a tener la capacidad de mirar las distintas instancias del poder. 


Nuestra legislación también involucra de manera muy especial todo el tema de la vigilancia del acceso a los 
servicios públicos. Tenemos competencias para elevar las instancias, todo lo atinente a recomendaciones, 
observaciones e, inclusive, exhortos. 


El poder de la Defensoría del Pueblo tiene su basamento en el ascendente moral para indicar esto al Poder 
Ejecutivo. En este sentido no es garante, los garantes son las instancias del Poder Ejecutivo, que tiene esas 
competencias, pero la voz de la Defensoría del Pueblo, de alguna forma, se erige como defensor de los 
derechos colectivos y difusos de todo el pueblo para que, efectivamente, sean preservados y salvaguardados 
de estos derechos. 


Nuestra experiencia en la práctica ha sido de un gran respeto por todos los Poderes Públicos. Hemos 
invocado de manera muy especial la cooperación entre Poderes. Yo fui electa el año pasado; aún no hace un 
año, tengo meses como Defensora del Pueblo, y hemos trabajado, hemos abrigado de manera muy especial el 
tema penitenciario como uno de los programas más importantes, puesto que creemos que ese es un espacio en 
el cual son más vulnerables las garantías a la vida y a la integridad física. En estos años, en tan corto tiempo, 
hemos logrado que cada Estado tenga, por lo menos, una delegación Defensorial, y alcanzamos treinta y dos 
sedes a nivel nacional, aun cuando existen veinticuatro entidades políticas, es decir, veintitrés Estados más la 
región capital. En cada una de ellas tenemos un equipo Defensorial aún pequeño, porque todavía estamos en 
proceso de consolidación, pero con un peso importante dentro de los Estados, puesto que nuestro sistema 
tiene Gobernadores y cada Gobernador tiene un Cuerpo Policial. Dentro de esas Gobernaciones, en algunos 
casos se han presentado desviaciones con el ejercicio del poder coercitivo de la policía. La Defensoría del 


Pueblo ha tenido un rol preponderante en ese aspecto y nos hemos desplegado de manera muy especial para 
que los Defensores incorporen un programa de formación a los funcionarios policiales, a los funcionarios que 
tienen estas responsabilidades, así como a todos los funcionarios que tienen bajo su resguardo el sistema 
penitenciario. 


Con esto quiero significar que una Institución Nacional de Derechos Humanos tiene múltiples tareas, es una 
institución de gran protagonismo en un país con vocación democrática, aun cuando en nuestro país no 
podemos decir que hemos llegado a la posición que queremos a nivel nacional porque tenemos el gran reto de 
promover y posicionar esa cultura de derechos humanos. Se han hecho grandes avances en esta materia y las 
áreas programáticas que estamos impulsando nos han ayudado a definir los temas de más interés para el país, 
como son el penitenciario, la violencia escolar, la salud y los derechos humanos en las comunidades más 
pobres y más populosas, donde existen mayores niveles de violencia, con las que estamos estableciendo 
vínculos para promover esa cultura de paz. 


Además, la Defensoría del Pueblo venezolana atiende bastiones de manera especial como la Defensoría 
Especial Penitenciaria, la Defensoría con competencia en derechos de la mujer, la Defensoría con 
competencia en los niños y niñas, la Defensoría con competencia en juventud, en ambiente. También tenemos 
personas con discapacidad que son defensores especiales que, de alguna forma, convocan a todos los sectores 
en esta materia y se encargan de promover y hacer recomendaciones a las instancias pertinentes 
específicamente en estas áreas. A partir de ese trabajo se han logrado grandes avances legislativos como una 
ley de la violencia contra la mujer, que tiene apenas dos años, y una ley de personas con discapacidad. 


La Defensoría del Pueblo, como institución garante de los derechos humanos, ha logrado posicionar, en el 
espectro público y en la opinión del país, temas que tradicionalmente estaban diluidos. En diferentes 
instancias le ha dado una centralidad a la materia de derechos humanos y, sobre todo, ha colocado al 
Defensor o a la Defensora del Pueblo como una persona vigilante de esta materia en el escenario nacional. 
Por eso, que Uruguay logre avanzar hacia una Institución Nacional con competencia en derechos humanos 
para nosotros sería una gran conquista como región, ya que podríamos fortalecer los vínculos y los nexos 
entre los países para lograr desterrar muchas prácticas que aún persisten. 


Hemos hecho un trabajo importante en cuanto a la cultura policial. Además, cuando se invoca el principio de 
cooperación entre Poderes, hasta los propios Jefes de los Cuerpos Policiales muestran ese interés y esa 
vocación de incorporar ese discurso en sus prácticas, en su forma de entrenar a los funcionarios. Hemos dado 
grandes pasos. Insisto en que aun cuando es una institución en proceso de consolidación, el discurso de 
derechos humanos ha logrado un gran arraigo en el pueblo venezolano. 


SEÑOR CAMPANA.- Soy Defensor del Pueblo en Cuzco, Perú. 


En primer lugar, quisiera animarlos a poder promover cuanto antes la sanción de esta norma. A nivel del 
continente sería muy importante que Uruguay contara con una Institución Nacional de Derechos Humanos. 


En el caso peruano ya tenemos más de diez años de existencia. Una de las grandes fortalezas de la Defensoría 
del Pueblo es la capacidad de persuasión. No es un órgano, no es una institución acusadora, que levante el 
dedo y diga que esto está mal sino, básicamente, es una institución del Estado que ayuda al propio Estado a 
mejorar su actuación pública, de tal manera que los funcionarios, los servidores públicos, a través del 
mecanismo de la persuasión, van reconociendo cómo se ponen al servicio del Estado y cómo la Defensoría 
colabora en esa mejora de la Administración. Creo que allí radica centralmente la función de la Defensoría 
del Pueblo, en poder evidenciar esas situaciones en las que hay violaciones o en las que puede haber 
violaciones para advertir a la Administración que esto debe corregirse. Creo que esa es la lógica que ustedes 
también están planteando en el proyecto que tienen. 


En el caso peruano estamos viviendo un proceso de regionalización en el país desde hace seis años, y esto ha 
implicado la creación de oficinas regionales de la Defensoría del Pueblo. En mi caso, soy un Defensor 
Regional, y estamos articulados a la Defensoría como una institución nacional. Creo que en este proyecto 
ustedes tienen un avance, porque en estos once años de existencia lo que hemos evidenciado es la aparición 
de diversas Defensorías. Es decir que además de la Defensoría del Pueblo Nacional han ido apareciendo la 
Defensoría del Contribuyente, la Defensoría del Asegurado, la Defensoría del Cliente Financiero y una serie 
de otras Defensorías en diversos espacios. Y, en este momento, en Perú estas Defensorías no están 


articuladas. Entonces, creo que es importante que en el proyecto de ley que ustedes tienen se cree esta 
Defensoría como una institución articulada y colegiada, lo cual ya es un avance. 


Otro punto es cómo incorporan en este proyecto a las ONG. Yo provengo del mundo de las ONG. Hace 
veinte años trabajaba en una ONG, en la Comisión Episcopal de Acción Social, que está vinculada a las ONG 
de derechos humanos. En ese entonces se creó en la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos un 
espacio para las ONG con el fin de promover y defender los derechos humanos. 


Ustedes en el proyecto plantean un avance acerca de cómo articular estas instituciones de la sociedad civil 
con la Institución Nacional de Derechos Humanos, que sería un símil de la Defensoría del Pueblo. Creo que 
este es un avance porque va a permitir que las instituciones tengan capacidad propositiva, que no solo se 
queden en el margen de la crítica y la acción fiscalizadora sino que también estén involucradas en el proceso 
de construcción de un plan nacional para la vigencia de los derechos humanos en el Uruguay. Creo que esto 
es otro gran avance. 


Además, va a permitir que las ONG colaboren con el proceso de construcción de la Institución Nacional. 
Parte de la preocupación es que se convierta en un gran aparato burocrático del Estado, pero si las ONG van 
asumiendo parte de las responsabilidades, eso es mucho más improbable. En nuestro país, por ejemplo, no 
tenemos un gran aparato. Entonces, recurrimos a las ONG para que ejerzan una tarea que no puede 
desarrollar la Defensoría, es decir, la defensa letrada, asesoría a las víctimas, asesoría para canalizar 
denuncias, etcétera. 


Creemos que el proyecto incorpora un gran avance, por lo que deberían recomendar cuanto antes su 
aprobación. 


SEÑORA VILLA QUINTANA.- Hay dos aspectos que están en el marco de la comunidad internacional 
y me parecen sumamente importantes para la aprobación de este proyecto. Uruguay es parte del 
Consejo de Derechos Humanos. Como saben, el Consejo de Derechos Humanos entró en funciones en 
el año 2006, reemplazando a la Comisión de Derechos Humanos. Son 43 Estados miembro; Uruguay es 
uno de ellos, y ha jugado y juega un papel muy importante en la promoción y en la defensa de los 
derechos humanos. Sería bueno que la vocación que se ha demostrado y el compromiso que se ha 
hecho para la defensa de los derechos humanos, se vieran concretados en una realidad: contar con una 
Institución Nacional de Derechos Humanos. 


Un segundo aspecto que considero importante es una invocación de la comunidad internacional. Los 
Comités, al revisar los informes periódicos, han hecho un llamado al Estado, a Uruguay, para que cuente con 
una Institución Nacional de Derechos Humanos. Ya lo habían hecho en 1996 y lo han reiterado el año pasado, 
cuando revisaron el informe del Comité de Derechos del Niño. 


Un aspecto que facilitaría la tarea inclusive de la implementación de las recomendaciones que emanan de los 
órganos de tratados sería contar con una Institución Nacional de Derechos Humanos porque contribuye a 
implementar, junto con la sociedad civil, esas recomendaciones. Esta es la definición de políticas públicas, 
que también invocan y convocan a la sociedad civil. 


Lo que ustedes han hecho en el proceso de elaboración del proyecto de ley, en el que han participado las 
instituciones del Estado y también las organizaciones de la sociedad civil, ha dado un excelente resultado. 
Desde el Alto Comisionado quisiéramos aportar una serie de medidas que se pueden dar hacia el futuro de 
parte de nuestra Oficina. 


Esta es nuestra invocación, resaltando que tienen un excelente proyecto de ley que merece el apoyo de todos 
ustedes. 


Muchas gracias. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Les damos la bienvenida y les agradecemos la información ya que para 
nosotros es muy útil conocer cómo se están manejando estas cuestiones en otros países. 


Concretamente quería consultar a Gabriela Ramírez, Defensora del Pueblo de Venezuela, si la institución de 
la Defensa del Pueblo es unipersonal o colectiva. También quisiera saber cuál es el procedimiento de elección 
de los responsables de la institución. 


SEÑORA RAMÍREZ.- Se trata de una institución unipersonal. 


En cuanto al proceso de elección debo decir que el primer paso es la instalación de un Comité con diversos 
sectores de la sociedad, con representantes de organizaciones no gubernamentales en materia de derechos 
humanos, con personas con trayectoria académica en esa materia, con voceros de distintos sectores de la 
sociedad con opiniones diferentes. La postulación es abierta a todo el país. Las personas se autopostulan o 
son postuladas por las organizaciones de derechos humanos. 


A partir de ese proceso de postulación se hace una preselección de diez personas, luego se escoge una terna y 
se eleva a la plenaria de la Asamblea Nacional, del Poder Legislativo. Este da un debate y finalmente elige al 
Defensor del Pueblo para un período único de siete años, sin posibilidad de volver a postularse. De los tres 
miembros del Poder Ciudadano, el Fiscal General y el Contralor pueden postularse nuevamente, y también es 
la Asamblea Nacional la que los elige. En el caso del Defensor del Pueblo solo puede desempeñarse por un 
único período. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Es un gusto tenerlos y tenerlas por aquí. Como ven, somos pocos legisladores. La 
Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados, que no tiene su correlato en el Senado, 
está integrada por seis miembros. Fue todo un avance que lográramos tener seis integrantes; hasta la 
Legislatura pasada teníamos solo cuatro. Eso lo digo para que vean cómo se valora el tema de los 
derechos humanos en un Parlamento de ciento treinta integrantes. 


Nosotros teníamos en el seno de esta Comisión el proyecto relativo a la Institución Nacional, pero por una 
decisión parlamentaria está teniendo su trámite en el Senado. Eso no quiere decir que no lo conozcamos y 
que no hayamos hecho nuestras reflexiones sobre el mismo. Compartimos el planteo que se ha hecho acá 
sobre que es fiel a los Principios de París, que es la base de toda institución nacional. 


En este caso estamos planteando un órgano colectivo y no unipersonal. A raíz de las experiencias que nos 
están planteando vemos que siempre se termina en algo que, si bien puede ser unipersonal, debe tener 
aterrizajes en lo local o regional, como bien explicaba Gabriela Ramírez. 


Como país, por lo que nos venido a decir, estamos en esa terna que todavía no ha cumplido los deberes. 
Estamos intentando hacerlo. Este proyecto es la oportunidad. 


El proyecto está explícitamente planteado, aunque obviamente todavía existe la posibilidad de que sea 
modificado establece un mecanismo de elección de los postulantes, que al no ser unipersonal es más 
complejo. Hubo debate en cuanto a la autopostulación; verán que en el proyecto de ley no aparece esa 
posibilidad. El sistema establecido para el Defensor del Pueblo en Venezuela, que permite la autopostulación, 
nos parece muy bueno. 


Nosotros contamos con una Dirección Nacional de Derechos Humanos que tiene competencias que, por lo 
que dijo Gabriela Ramírez, ya están atendidas. El proyecto se dirige más bien a cumplir con los Principios de 
París en cuanto a recibir quejas, denuncias, etcétera, a hacer los informes país o recomendaciones. 


Mis preguntas son las siguientes. En Venezuela, la propuesta del Defensor del Pueblo, que tiene iniciativa 
parlamentaria, ¿ingresa a la Asamblea Nacional en carácter de proyecto de ley? 


Asimismo, me gustaría recibir alguna reflexión sobre las inmunidades de los integrantes de las Defensorías, 
ya sea de las nacionales como de las regionales, porque es interesante por lo menos analizarlas. 


La última consulta que quiero formular en nuestro caso no tendría significación porque estamos pensando en 
una institución plural, pero me gustaría saber sí en las instituciones de carácter unipersonal hay algún sistema 
por el cual, en caso de ausencia o de licencia del Defensor del Pueblo, se establece quién lo representa. 


En el Parlamento hay una institución de defensa de los derechos humanos de los reclusos, el Comisionado 
Parlamentario para el Sistema Carcelario, y tenemos un vacío vinculado a la eventual suplencia en los casos 
que mencioné, sobre quién asume la responsabilidad porque, si bien hay una oficina, quien es designado con 
esas mayorías particulares del Parlamento es quien ejerce la función. Me gustaría conocer vuestras 
experiencias, ya que nos pueden ayudar a procesar este tema. 


SEÑORA RAMÍREZ.- Con respecto a los informes que se elevan sobre los tratados, los pactos, las 
convenciones que ha suscrito el Estado, debemos decir que los hace el Gobierno, el Poder Ejecutivo, la 
Cancillería, en este caso. La Defensoría estila hacer un informe de naturaleza más técnica, 
independiente del que elabora el Estado para dar otra mirada a los derechos humanos y fortalecer, 
ante las instancias internacionales, la mirada sobre los derechos humanos dentro de nuestro país. En 
ese sentido, cuando se presentó el informe sobre los derechos de la mujer, la Defensoría hizo lo propio. 


En cuanto a la segunda pregunta, esto siempre se ha estilado cuando el Estado acude a las instancias 
internacionales. Con la Convención de los Derechos del Niño, la Defensoría del Pueblo también elaboró un 
informe. Lamentablemente, en ese escenario no se dio la palabra a la Defensoría del Pueblo. Creemos que 
facilita que existan dos miradas sobre el mismo tema: la mirada de la Defensoría del Pueblo, que es la 
vigilante de los derechos humanos, y la mirada del Estado, que naturalmente es más gubernamental. 


Sobre los proyectos de ley, no solo la Defensoría del Pueblo tiene iniciativa sino también el Tribunal 
Supremo de Justicia, el Ministerio Público. Es interesante puesto que, por ejemplo, en la Constituyente hay 
algunos mandatos como el de elaborar una ley sobre la tortura, los tratos crueles y humillantes y este tipo de 
prácticas; el Parlamento de alguna forma ha diluido su actuación en otro tipo de legislación. La Defensoría 
del Pueblo en este momento ya se encuentra trabajando en una ley de esa naturaleza que la va a presentar en 
este segundo período. 


Lo interesante es que para elaborar esas leyes, así como los programas de formación a los funcionarios 
policiales, articulamos con las organizaciones no gubernamentales. Cuando establecemos un programa, por 
ejemplo, de derechos humanos hacia los niños, convocamos a las organizaciones no gubernamentales como 
CECODAFP. Eso enriquece la visión de la Defensoría del Pueblo. 


El Defensor del Pueblo tiene inmunidad. No tiene suplente, sino una persona que se encarga de todo durante 
su ausencia, que es la segunda persona dentro de la institución. Me refiero al Director Ejecutivo. Es decir que 
en las ausencias del Defensor del Pueblo lo asisten el Director Ejecutivo y las personas que tienen el cargo de 
Defensor, que tienen diferentes gradaciones, hay del 1 al 5, de acuerdo con su formación. Ellos pueden entrar 
en los centros penitenciarios, pueden desplazarse, pero hemos introducido un recurso para que la inmunidad 
abarque a todos los Defensores, tal como ocurre con los Jueces y los Fiscales, para que puedan actuar sin ver 
cuestionada su integridad. 


Hay que recordar que el Defensor del Pueblo muchas veces interviene en situaciones de abuso policial, en 
situaciones que atentan contra la integridad física o la vida de las personas, situaciones de mucha tensión, por 
lo que debe tener esa inmunidad constitucional que no contempla nuestra ley. La persona que tiene la 
inmunidad es la máxima autoridad; no aplica así para el resto de los Defensores y Defensoras del Pueblo en 
todos los Estados. 


La propuesta de la Defensoría ingresa como un proyecto a la Asamblea Nacional, y posteriormente los 
Diputados y las Diputadas, que son el primer foro político del país, abren el debate y fortalecen el proyecto 
de acuerdo con las inquietudes que recojan de la sociedad. 


SEÑORA PAYSSÉ.- En nuestro Parlamento, para que ingrese un proyecto como tal debe tener la 
firma de legisladores o iniciativa del Poder Ejecutivo. Si no tiene la firma de legisladores ni del Poder 
Ejecutivo, sería un anteproyecto. En el caso de Venezuela, ¿ingresa como proyecto, por el hecho de que 
el Defensor del Pueblo tiene iniciativa legislativa? En este caso no tenemos esa posibilidad y para 
ingresar un proyecto de Institución Nacional de Derechos Humanos, los legisladores debemos poner 
nuestra firma. Aquí han venido muchos anteproyectos sobre muchos temas, pero si no hay legisladores 
que los firmen no ingresan a la consideración. 


SEÑORA RAMÍREZ.- Sí. En nuestro caso, los proyectos también deben contar con el requisito de la 
firma de tres legisladores que generalmente son los que trabajan las materias conjuntamente con 
nosotros. Existe, asimismo, una subcomisión de derechos humanos, adscripta a la Comisión de Política 
Interior, que conoce los proyectos y que tiene que refrendarlos para que entren como tales y se eleven a 
la plenaria de la Asamblea Nacional. 


SEÑOR CAMPANA.- En el caso peruano, sí hay capacidad de iniciativa legislativa, y no se requiere 
firma de ningún representante del Parlamento; entra como proyecto a discusión porque así está 
establecido en la Ley Orgánica para efectos del Defensor del Pueblo. 


El Defensor del Pueblo tiene también la capacidad de interponer acciones de inconstitucionalidad contra 
normas que puede haber emitido el Congreso y discutirlas en el Tribunal Constitucional. Recientemente, 
hemos presentado una acción de inconstitucionalidad por un tema de pueblos indígenas. 


Por otro lado, tiene la posibilidad de intervenir como un amigable componedor. Esa es una figura bien 
interesante que permitiría tratar de establecer una especie de mediador en un proceso, ya sea nacional o 
internacional, a efectos de lograr un acuerdo que beneficie al Estado y a la población. Se trata de evitar entrar 
en una confrontación legal de largo aliento cuando lo más fácil es ponerse de acuerdo. 


Respecto a la organización relacionada con esto de la suplencia, en el caso peruano, siendo unipersonal, tiene 
Adjuntos. Entonces, hay un primer Adjunto que reemplaza al Defensor o a la Defensora en caso de ausencia, 
y hay cinco Adjuntos para temas especializados. Es curioso porque en el caso peruano, entre 2000 y 2005 
estuvo como Defensor del Pueblo en funciones un Adjunto, porque el Congreso no se ponía de acuerdo para 
nombrar a un titular. Durante esos cinco años el Adjunto gozó de todas las prerrogativas como Defensor en 
funciones. Es decir que a pesar de no haber sido nombrado por el Congreso tenía inmunidad y todas las 
prerrogativas porque el Congreso, que era el órgano político, no asumía la responsabilidad de nombrar a un 
Defensor y la Institución no podía quedarse descabezada. Inclusive en estado de emergencia, en estado de 
sitio, en situación de excepción, esta Institución continúa funcionando, no se cierra; tiene gran capacidad de 
actuación. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Voy a hacer una reflexión a partir de lo que planteaba la señora Carmen Rosa 
Villa en cuanto a la situación del país. Ya la Diputada Payssé expresó cuál es la mirada que se tiene en 
torno al tema de los derechos humanos y quiero aclarar que ese proyecto concreto no está en esta 
Comisión si bien, lógicamente, como Diputados, estamos informados. 


Desde hace muchos años, en la Constitución de la República aparecen enumerados una serie de derechos 
fundamentales, pero nuestra Carta no tiene una mirada desde esta perspectiva en el sentido de incorporar 
alguna figura de contralor del cumplimiento de esos derechos fundamentales. Creo que esto constituye un 
debe que una futura reforma deberá tener en cuenta; ha habido múltiples reformas pero, en general, han 
apuntado a cuestiones relacionadas con el mecanismo electoral y no con aspectos de contenido. De cualquier 
manera, el país ha hecho avances importantes en este sentido. 


A efectos de intercambiar información, quiero comentarles que en algunos ámbitos relacionados con 
derechos sociales y económicos hay participación de la ciudadanía. Es el caso concreto de la seguridad 
social, en la que desde hace muchos años participan delegados de los trabajadores, de los jubilados y 
pensionistas en el órgano de conducción que define las políticas de seguridad social, que es el Banco de 
Previsión Social. Además, recientemente, a nivel de las políticas de salud se incorporó la participación de 
representantes de los usuarios y de los trabajadores al organismo que conduce todo el sistema en esta materia. 
Creo que son mecanismos que, si bien no van tanto en la línea del planteo que ustedes nos sugerían, yo creo 
que hay que rescatarlos, porque implican que la ciudadanía participa directamente en los ámbitos en los que 
se están implementando las políticas, y tiene la posibilidad de ejercer el contralor y hacer propuestas, siendo 
protagonista de primera línea. 


Por último, creo que constituye un avance y que deberá tener algún mecanismo de integración al proyecto de 
Ombudsman la figura del Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario mencionado por la señora 
Diputada Payssé que, en términos generales, ha sido una buena experiencia, ha permitido que todo este tema 


se visualice de otra manera y que se haga un seguimiento mucho más al detalle de una situación que es 
bastante compleja. 


Además, a nivel comunal hay alguna experiencia de Defensoría del vecino. Son avances que van en un 
sentido coherente con la figura de un Defensor del Pueblo, que se va a crear a nivel nacional. 


Creo que el atraso del país es relativo, porque si bien somos de los pocos países que no contamos con esta 
figura, de todas maneras hay una serie de mecanismos que tienen que ver con esta materia. 


SEÑORA VILLA QUINTANA.- Reconocemos esos avances. He tenido la oportunidad de estar 
anteriormente aquí, en el Uruguay, y de reunirme con diferentes organizaciones de la sociedad civil, 
con los medios de comunicación e, inclusive, con estamentos del Estado, y desde el Alto Comisionado 
hemos apoyado la elaboración de los informes periódicos para el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales. 


Lo que señala el señor Diputado es para nosotros de vital importancia. No diría que es un espacio en el que 
ustedes piensan así, pero tradicionalmente se ha considerado que las Instituciones Nacionales de Derechos 
Humanos están más preocupadas por los derechos civiles y políticos que por los derechos económicos, 
sociales y culturales. Sin embargo, la experiencia hoy muestra que las Instituciones Nacionales de Derechos 
Humanos tienen un fuerte enfoque en el tema de derechos económicos, sociales y culturales; incluso, su 
incidencia en el desarrollo de políticas públicas es muy importante en su diálogo y en los informes. Nosotros, 
como Oficina del Alto Comisionado tenemos un instrumento que estamos compartiendo con las Instituciones 
Nacionales de Derechos Humanos, que es cómo las instituciones pueden dar seguimiento a la 
implementación de los derechos económicos, sociales y culturales. 


Este tema está vinculado con lo que señaló la doctora Gabriela. Por ejemplo, ¿cómo contribuyen estos 
informes alternativos a una lectura del país en estos temas en los diferentes Comités, no solo el de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, sino también en el de violencia contra la mujer, en el de la discriminación 
racial, etcétera? Hay un elemento importante del que venimos haciendo seguimiento: Uruguay ratificó el 
Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura, asumiendo el compromiso de crear, en el término 
de un año, el mecanismo nacional correspondiente. Esto también se inserta en el tema y puede ser parte de 
todo este trabajo y de toda esta mirada conjunta. 


Entonces, reconocemos esos avances y, sobre todo, el esfuerzo que se viene haciendo, porque Uruguay ha 
ratificado todos los tratados internacionales en materia de derechos humanos. Ahora hay que hacerlos 
efectivos y acompañarlos de una institución que, si bien es cierto que ya está recogida en la Constitución, es 
muy importante proporcionar la herramienta que permita cumplir con tres elementos fundamentales: el 
respeto, la difusión y la protección y la garantía de que éstos se están cumpliendo. 


Muchas gracias por vuestro tiempo. Han sido muy amables la señora Presidenta y los miembros de esta 
Comisión. Quedamos a vuestra disposición. Vamos a estar aquí hasta el día sábado, y tanto la Defensora del 
Pueblo de Venezuela como el Defensor del Pueblo del Cuzco, de Perú, estamos a vuestra disposición. 


SEÑOR CAMPANA.- Solo voy a referirme a un tema muy puntual con respecto a los derechos 
económicos y sociales. 


En el caso peruano, la Defensoría del Pueblo recientemente emitió un informe nacional sobre el tema de las 
pensiones, en el que se pone en evidencia cómo el Estado gasta más de medio millón de dólares al año en 
procesos judiciales para evitar pagar pensiones a los jubilados. Este es un problema real. En el informe se 
plantean las soluciones para que el propio Estado busque mejorar el sistema y no gastar tanto dinero. 


Creo que si bien la Defensoría puede presentar informes alternativos como dice la Defensora de Venezuela, 
también puede presentar informes nacionales que permiten persuadir a la Administración Pública a mejorar el 
funcionamiento, que son dos tiempos que se complementan de manera solvente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a entregarles un pequeño obsequio; se trata de la legislación 
nacional en materia de derechos humanos en el Uruguay y de un libro sobre el edificio histórico del 


Parlamento Nacional, el Palacio Legislativo. 


Les agradecemos vuestra inquietud y vuestras preocupaciones. Tengan la seguridad de que prontamente 
aprobaremos la creación del Instituto. 


(Intercambio de presentes) 
(Se retira de Sala la delegación del PNUD) 


(Ingresa a Sala el señor Álvaro Alfonso) 


La Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes recibe al señor Álvaro 
Alfonso, periodista y escritor. 


SEÑOR ALFONSO.- Señoras legisladoras y señores legisladores: muchas gracias por recibirme. Como 
dijo la señora Presidenta, soy periodista, y ahora escritor, porque quien escribe libros se dice que es 
escritor. 


Desde el 2001 hemos escrito siete libros sobre la historia reciente, a saber: "El revés de la trama. La historia 
secreta de la salida de la dictadura"; "El vino de la muerte. El asesinato de Cecilia Fontana de Heber", que 
ahora nuevamente ha vuelto al ámbito judicial, luego de su archivo. Cuando la Jueza Gabriela Merialdo tomó 
este expediente fuimos los primeros en declarar, producto de la publicación de este libro. Luego publicamos: 
"Jugando a las escondidas. Conversaciones secretas entre Tupamaros y Militares", "Buscando a los 
desaparecidos", "Encontrando a los desaparecidos", "Presos a la uruguaya" y, por último, "Secretos del 
PCU". 


En los últimos doce años hemos entrevistado aproximadamente a un millar de participantes directos de los 
sucesos de la historia reciente, entre ellos a todos los ex Presidentes, a quienes hoy están presos y también a 
los democráticos, inclusive, al actual Presidente, doctor Tabaré Vázquez. El libro "Jugando a las escondidas" 
contiene fotos que prueban lo que estoy diciendo. 


Hemos accedido a documentos de Comisiones parlamentarias, expedientes judiciales, documentos de Estado, 
de particulares; creo que la mayoría de los documentos publicados en los libros son realmente inéditos. 


En el tema de la historia hemos tratado de buscar las dos campanas, no de un solo lado, sino tener todos los 
testimonios. 


Somos conscientes de que hemos dicho cosas muy duras de los actores políticos y también militares, que han 
estado en el tapete y que han tejido la historia de este país de los últimos cincuenta años, pero todo en base a 
documentos y testimonios directos. Sin embargo y esto fue lo que motivó mi pedido para presentarme a esta 
Comisión parlamentaria, en el último trabajo, "Secretos del PCU", la Ministra del Interior creemos que nos 
discriminó arteramente, y ha afectado nuestra libertad de trabajo. 


Tengo el movimiento de un expediente en el Ministerio del Interior, que lleva el N” 2503 del 2007, "Solicitud 
del Sr. Álvaro Alfonso ref. acceder a los Archivos de la D.N.LI. para trabajo histórico sobre el Partido 
Comunista del Uruguay (PCU)". Lo presentamos el 20 de marzo del año 2007; ingresó a la Dirección 
General de Secretaría. No les voy a relatar todos los trámites que tuvo este expediente en el ámbito del 
Ministerio del Interior; lo cierto es que es muy llamativo que haya demorado cuatro o cinco meses en algún 
lugar y sólo se haya movido cuando presentamos una nota a la Ministra del Interior el 31 de enero de este 
año, reclamando acceder a esos archivos, y el mismo día que aparece la nota en el semanario "Búsqueda" 
pasa a la Ministra del Interior. La nota es casi la misma que enviamos a la Comisión. 


¿Por qué hacemos este planteamiento? Si bien la señora Ministra está en todo su derecho a decir que no, 
existe un elemento clave para no decir que no. En el libro elaborado por un grupo de historiadores para el 
Gobierno, "Investigación Histórica sobre Detenidos Desaparecidos", en su página 13 están el Coordinador de 
la investigación, los Supervisores académicos y todo el grupo del Equipo de Investigación, y en la página 18 
aclaro que son cinco tomos se dice: "Para el trabajo del Equipo de Investigación en los Archivos de la 
Dirección Nacional de Información e Inteligencia, el Comando de la DNII facilitó una sala independiente, 


con computadora y teléfono para uso de los investigadores, autorizándose también la utilización de la 
fotocopiadora del servicio". En la página 19 se agradece a todos los representantes de la Dirección de 
Inteligencia, es decir, al Director, al Subdirector y hasta a los funcionarios. 


¿A qué información accedieron estos historiadores y nosotros no? En la página 26 se dice: "El ingreso 
autorizado a este archivo del Estado se concretó el 7 de abril del año 2006.- Constituye un archivo único en 
su género iniciado en 1947 [...]". Se hace un comentario de ese archivo, y estos historiadores accedieron que 
reitero tuvieron toda la infraestructura de la Dirección Nacional de Inteligencia a: "Partes de Novedades 
Diarias [...] Fichas Patronímicas y Prontuarios de personas [...] Prontuarios temáticos por organizaciones [...] 
Bultos y Cajas [...] Partes Especiales de Información; Resúmenes Mensuales de Partes Especiales de 
Información; Boletines de Órdenes Diarias (BOD); Compendio de Comunicados de Prensa de las FF.CC. [...] 
Listados de Requeridos [...] y en situación de Libertad [...]". 


Nosotros sólo habíamos solicitado acceder a los archivos de la DNII sobre el Partido Comunista; en este caso 
los historiadores accedieron a los archivos de todos los grupos llamados en aquella época "subversivos". 


Por su parte, en la página 180 aparece la carátula de algo que dice: "nómina de afiliados al PARTIDO 
COMUNISTA.- microfilm incautado al Secretario General del Partido Comunista.- RODNEY 
ARISMENDI”. Yo me pregunto qué hay abajo de esto, porque acá cualquier distraído podría pensar que lo 
que dijeron los militares en cuanto a que Rodney Arismendi había entregado el fichero, fue así. 


En realidad, según nuestra investigación para el libro "Secretos del PCU" no fue así; el señor Arismendi no 
entregó el archivo. Es más, el famoso archivo del Partido Comunista fue entregado un año después de que el 
señor Rodney Arismendi se había ido del Uruguay. 


Por lo tanto, quiero saber qué hay acá abajo o, por lo menos, intentaba saber qué había debajo de esto que se 
publica acá y se deja la duda que, reitero, figura en la página 180 que se elaboró para el Gobierno. 


Hay un hecho insólito que llama más la atención. Durante el movimiento del expediente, el Departamento 
Jurídico del Ministerio del Interior sostiene que la información es de los involucrados y no del Estado y dice 
que no sabe si existe la información; esto ocurrió en el mes de setiembre, y este libro se publicó en junio. Es 
decir, se deja una constancia oficial de agradecimiento y este señor abogado del Ministerio del Interior dice 
que no sabe sí existe la información. Al parecer no fue él quien la autorizó, sino otra persona. 


No me gusta aludir, pero lamentablemente debo decir que fui "ninguneado" por la Ministra del Interior, a 
quien llamé reiteradas veces, y también por algunos funcionarios de esos que aterrizan en alguna oportunidad 
en la oficina del Estado, a quienes conozco desde hace treinta años en mi función como periodista. 


Realizamos varias llamadas; nunca nos dieron bolilla. 
Además, ¿qué criterio tiene el Estado en cuanto a los archivos? 


Presentamos las mismas notas en la Cancillería, a tres Cancilleres diferentes: al doctor Didier Opertti, del 
Partido Colorado; al actual Senador Reynaldo Gargano, y al doctor Gonzalo Fernández, hoy Canciller de la 
República. A las cuarenta ocho horas accedemos a esos archivos. Entonces, ¿cómo es el criterio? La Ministra 
del Interior me tiene catorce meses dando vueltas, no me da nada, y voy al Ministerio de Relaciones 
Exteriores y allí puedo acceder a los archivos en cuarenta y ocho horas. Se ve que en el Ministerio de 
Relaciones Exteriores hay muy buenos funcionarios, que está muy bien aceitada la cosa en esta materia y uno 
puede acceder fácilmente a la información. Es más, en el Ministerio de Relaciones Exteriores nos dan una 
mesa y todos los documentos que uno pide. 


Hay otro aspecto a tener en cuenta. Durante mi trabajo como les decía he tratado de entrevistar a todos, y 
entre todos está el doctor Tabaré Vázquez, Presidente de la República. El doctor Tabaré Vázquez me envía 
una carta personal a mi domicilio la tengo en mi poder y desearía que se incorporara al acta que dice: "De mi 
mayor consideración: Acuso recibo de su carta fecha 20 de julio, en la cual me solicita una entrevista 
personal con motivo del trabajo que está realizando sobre el tema de los derechos humanos y los ciudadanos 
desaparecidos durante la dictadura.- Lamentablemente, y dada la compleja agenda que llevo últimamente, he 
debido suspender las entrevistas personales, por lo que he derivado su solicitud al Secretario de la 


Presidencia Dr. Gonzalo Fernández.- Deseándole el mejor de los éxitos en su libro, le saluda atentamente Dr. 
Tabaré Vázquez". 


La nota con el doctor Gonzalo Fernández, después de recibir la carta, fue a las cuarenta y ocho horas. 
Entonces, no entiendo. El Presidente de la República inmediatamente responde y la Ministra del Interior 
durante catorce meses da vuelta y me dice que no. Reitero, ¿cuál es el criterio del Estado en este tema? 


Tengo en mi poder más documentos de notas que he presentado en la Justicia, en la Cancillería, etcétera. Pero 
hay más, porque se ve que algunos de mis libros tienen algún valor. En el dictamen de la Fiscal Mirtha 
Guianze con el cual procesó al Teniente General Gregorio Álvarez, en la página 79 dice: "Otros libros que 
contienen información que en mayor o menor medida son útiles a la causa, 'Buscando a los desaparecidos", 
'Encontrando a los desaparecidos' y 'Presos a la uruguaya' de Alvaro Alfonso, maneja este autor 
documentación de fuente militar que es de interés y que no pudo ser incorporada a través del Ministerio de 
Defensa Nacional". Después hace otros comentarios sobre el tema del libro del Gobierno y en la página 72 
señala: "El Ministerio de Relaciones Exteriores ha sido una fuente muy valiosa de documentos y, también, 
aunque en menor medida, el Ministerio del Interior. El Ministerio de Defensa Nacional ha prestado pronta 
colaboración pero es muy difícil obtener pruebas concretas de registros oficiales de ese Ministerio, por 
ejemplo en todo lo que se dice a la actuación de los Servicios de Inteligencia de la época, lugar donde 
estarían contenidos los que interesan a estos fines. Llamativo es que el autor de los libros 'Buscando a los 
desaparecidos' y 'Encontrando a los desaparecidos' disponga de facsímiles de documentos del SID y de otras 
reparticiones militares". Nosotros hemos trabajado en estos temas desde hace doce años y no solo tenemos 
documentos del SID, sino de otras reparticiones del Estado. Por lo tanto, creo que esto no debe llamar la 
atención. 


El Senador Mujica, en algún momento cuando se planteó este asunto, dijo que en los archivos que se 
encontraron en la Compañía de Contrainformación había cosas muy "jodidas", ese fue el término que utilizó. 
No sé cuáles serán las cosas "jodidas", lo cierto es que allí está parte de la historia del Uruguay. 


Si uno va a la Biblioteca Nacional o a la del Palacio Legislativo tiene que poner hasta qué página lee de un 
libro. Y he visto, en algunos casos, algunos episodios que no pasaron a mayores de casualidad. Vi a un señor 
pedir un libro de más de mil páginas en una biblioteca, le preguntaron cuál página iba a leer y el señor se 
enojó y dijo que iba a leer el libro, que no sabía cuál página era. 


Por lo tanto, reitero, ¿cuál es el criterio del Estado para el tema de los archivos? Por un lado se nos pide a 
todos los ciudadanos, investigadores, periodistas o no o gente que simplemente va a leer un libro, que 
identifique qué página va a leer y, por otro, el Estado en estos momentos no sabe qué hacer con los archivos 
que se estuvieron reclamando desde hace veinte años. Recordemos que en el último Consejo de Ministros del 
año pasado que se realizó en Sarandí Grande se habló de formalizar una Comisión interpartidaria que no sé si 
funciona. 


Nosotros, en estos momentos, tal vez producto de todos estos episodios, de que no me entregaron los 
archivos, tenemos un juicio por difamación e injurias de parte del Partido Comunista. Entiendo que es de 
parte del Partido Comunista porque la denuncia empieza con el logo del Partido Comunista. Se trata de una 
denuncia que parece maquiavélica porque se da a raíz de una frase del libro que está en la página 181 que 
dice: "Carlos Tutzó, detenido en 1977, considerado como duro y tenaz, militó en la clandestinidad de la UJC 
y se convirtió en Secretario de organización de Regional 5. Sin embargo, fuentes militares dijeron que 
colaboró en el PCU. Hay dudas". 


En esta nota, firmada por una serie de personas que no sé quiénes son, supongo que serán miembros del 
Comité Ejecutivo del Partido Comunista, pero no dice ni cuándo se reunieron, ni en qué momento, no hay 
actas, no están identificadas las firmas, dicen que ellos creen, que ellos no tienen dudas y, por lo tanto, yo 
tengo que probar qué son las dudas. Iremos al Juzgado para probar esto el 7 de octubre a las 13 y 30. Yo 
tengo otros documentos y no sé si el Partido Comunista tenía conocimiento de este documento porque tal vez 
ahí capaz que se le van las dudas con respecto a este tema. 


Señores legisladores: lo que yo quería plantear o, por lo menos quiero saber, es por qué se me negó la 
información; si se niega porque se niega, está bien, yo no voy a preguntar por qué, pero, en realidad, no sé 
por qué se me negó la información y sí fue entregada a los historiadores del Gobierno en una clara 
discriminación. Y ustedes, que son los representantes del pueblo deben saber que para los periodistas o, 


simplemente para la ciudadanía en general, los archivos de la época de la dictadura son algo muy importante 
porque pueden aclarar muchas cosas, ya que lo que está pasando en estos días está ocurriendo porque pasó 
algo antes. No podemos entender la década del sesenta sin leer la década del cincuenta y no podemos 
entender la del setenta sin leer la del sesenta. 


Por todo esto, dejo planteada mi inquietud. Quiero saber qué pasó y por qué se me dijo que no en los archivos 
del Ministerio del Interior, cuando a las cuarenta y ocho horas los pude obtener por otra vía. En el ámbito 
judicial nunca tuve problemas para acceder a los expedientes. Tengo una serie de documentos y hemos 
accedido a varios. Entonces, ¿por qué el Ministerio del Interior nos negó esa posibilidad? 


También quiero manifestar mi inquietud en el sentido de que pongan un poco de reparos planteo esto 
simplemente como ciudadano sobre los archivos de la dictadura porque allí está la historia. Y por más que 
sea dura y en algunos casos, como dice el Senador Mujica, sea "jodida", es la historia y no la podemos 
obviar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CASARETTO.- Agradezco que se me permita hacer uso de la palabra, no siendo miembro de 
la Comisión. 


Quiero decir que he leído todos los libros del periodista Alfonso, con algunos coincido y con otros no, pero la 
función de los escritores es recoger la información y brindarla y, después cada uno saca sus conclusiones. 
Además, conozco la seriedad con la cual el señor Alfonso maneja los temas que ha tratado que refieren a la 
historia reciente y que tienen, muchas veces, diferentes interpretaciones. 


Me gustaría formular dos preguntas. En primer lugar, si en la respuesta de la Ministra negando el acceso a la 
información, aparece cuál es la razón por la que no se le permite acceder a estos archivos. En segundo 
término, ya que uno de los libros que escribió trata un tema que a mí me llega muy cerca porque refiere al 
asunto del vino envenenado, me gustaría saber si tiene conocimiento que el abogado Javier Barrios Bove, que 
lleva adelante la causa por la cual se está investigando en la Justicia este episodio, fue autorizado por el 
Ministro José Díaz a acceder a los mismos archivos a los cuales el señor Alfonso no puede acceder. Digo esto 
porque de repente en la investigación que hizo con respecto al libro supo algo. 


SEÑOR ALFONSO.- El argumento es que la información es de las personas y que no se puede dar a 
conocer. 


De lo otro sí tengo conocimiento porque el doctor Barrios Bove nos contactó para que fuéramos a declarar en 
el ámbito judicial. Por eso supe lo ocurrido con el ex Ministro José Díaz. 


Creo que mi error fue no haber presentado la nota en el momento. Incluso, no tengo dudas de que el doctor 
José Díaz, con quien tengo amistad como cronista parlamentario desde que él inició la actividad legislativa 
de 1985 a 1995, nos hubiera dejado acceder a esos archivos. Pero, reitero, tal vez mi error fue presentar la 
nota después porque sabía que venía el cambio y consideré que debía ser la Ministra del Interior, señora 
Daisy Tourné, la que iba a tener que tomar la decisión y no el doctor José Díaz, porque ya estaba 
abandonando la Cartera. 


SEÑOR ESPINOSA.- Como en todas las oportunidades, luego los integrantes de la Comisión daremos 
nuestras opiniones y habrá o no debate sobre las cuestiones que se nos van planteando. 


Sí quiero dejar constancia de nuestra preocupación. De las expresiones del periodista Alfonso quedan 
determinadas situaciones dispares que, reitero, analizaremos con profundidad y nos informaremos un poco 
más. 


También quiero manifestar que en un país y en un gobierno que se llama democrático, yo creo que este tipo 
de obstrucciones sin caer en consideraciones subjetivas no hacen bien a la cuestión. 


Además compartiendo lo que decía el señor Diputado colega, hemos leído la mayor parte de los libros y 
destaco la objetividad y el profesionalismo, más allá de que lo compartamos o no. Acá tenemos que ser 
sinceros: uno los ha leído y podrá o no compartirlos. Pero lo que uno puede deducir en primera instancia es 
que hay discriminación en cuanto al tratamiento que se ha dado a algunas otras actuaciones y a esta. 


Por lo tanto, lo que propongamos, lo vamos a conversar después tranquilamente entre nosotros. 
SEÑOR ALFONSO.- Quisiera agregar algo más. 


Este año se nos ha otorgado el Premio Nacional de Periodismo "José Enrique Rodó" por la investigación 
histórica. 


Hace pocos días, hemos firmado un contrato para hacer un trabajo para el exterior sobre un hecho histórico 
ocurrido en el Uruguay. Recientemente, llegaron cineastas de Brasil que están haciendo una película 
vinculada a los derechos humanos, y vinieron a conversar con nosotros producto de los libros para que les 
diéramos una serie de informaciones. 


Creo que se nos faltó el respeto, por eso quiero manifestarlo. Como en otro lado, la Cancillería, se nos 
atiende de la forma en que se nos atiende, y en el Ministerio del Interior no se nos atendió igual, quería dejar 
esta constancia final. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Derechos Humanos agradece la presencia del señor Álvaro 
Alfonso. 


SEÑOR ALFONSO.- El agradecido soy yo. 


(Se retira de Sala el señor Álvaro Alfonso) 


(Ingresa a Sala una delegación de funcionarios restituidos del Estado por la Ley_N* 15.783) 


La Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes tiene el gusto de recibir a 
una delegación de funcionarios restituidos del Estado por la Ley N” 15.783, integrada por las señoras 
Milka Ladereche y Blanca Silvera y por los señores Eugenio Di Pascua, Pedro Puppo, Jorge González y 
Esmir Barboza. 


SEÑOR PUPPO.- Soy un integrante más de la Comisión de funcionarios restituidos del Estado por la 
Ley_N” 15.783, que se viene reuniendo en la calle Uruguay 823 desde hace tres años, buscando este 
objetivo. 


Agradecemos a la Comisión de Derechos Humanos que nos haya recibido. 


Debo ser uno de los más jóvenes, con cincuenta y siete años entre los funcionarios restituidos, algunos en 
actividad y otros ya jubilados, que reclamamos el beneficio jubilatorio que previó la Ley N* 15.783 en su 
artículo 18. 


Desde el punto de vista jurídico, sabemos que en el año 1992, siete años después de sancionada la Ley 

N? 15.783, se abrió un plazo para acceder a este beneficio por medio de una ley presupuestal a los 
funcionarios de ANCAP y de ANEP. Es decir, estos dos gremios se movieron independientemente y lograron 
este beneficio jubilatorio para los funcionarios de estos dos organismos. Creemos que la ley no debió tener 
nombre propio -ANCAP y ANEP- porque el objetivo era que el beneficio jubilatorio previsto por la ley se 
extendiera para todos los funcionarios restituidos del Estado. 


Lo que estamos reclamando es simplemente la igualdad ante la ley. La situación de esos compañeros 
restituidos no era diferente a la nuestra. Ellos no habían accedido al beneficio porque habían tomado otro 
camino o habían dejado pasar la opción, que era la restitución al empleo con la recomposición de la carrera o 


acogerse al beneficio jubilatorio que había previsto la ley. Quiere decir que aquel que no se acogió a este 
beneficio fue por estos motivos. O sea que aquí se les dio una oportunidad más, que no fue brindada a los 
demás. Estamos hablando de derechos humanos, de funcionarios restituidos al Estado que fueron echados a 
la calle por diez años o más, simplemente por haber sido delegados de mesa por el Frente Amplio en las 
elecciones de 1971. Algunos de ellos fueron presos, otros clandestinos, otros exiliados. Reitero que por haber 
sido simples delegados de mesa quedaron en la calle y tuvieron muchas dificultades para conseguir empleos 
privados, ya que se les impedía el acceso. 


¿Qué pasa? Pasa que después de que se sentó este precedente en el año 1992, desde el punto de vista jurídico, 
creemos que nuestro reclamo es ineludible. 


Independientemente de eso, al día de hoy, creemos que estos funcionarios, activos o pasivos, están pasando 
mal; fueron perseguidos políticos, viejos servidores del Estado, que fueron mal reparados por la Ley 
Sanguinetti. Por un lado, estamos agradecidos por el hecho de haber recuperado un trabajo, pero fue una 
restitución incompleta. Sabemos que hay una reparación integral de la que habla el doctor Oscar López 
Goldaracena, que tiene varias fases, y se inicia por la restitución a la situación anterior, pero luego hay varias 
fases más. Nosotros tampoco fuimos indemnizados por esos años en que estuvimos en la calle, pero no 
estamos pidiendo eso ahora. Lo que estamos solicitando es una jubilación digna para los funcionarios 
restituidos del Estado. 


Vamos a hablar claro. Sabemos que de aquí al 27 de octubre las posibilidades de incluir una ley que repare 
esta iniquidad están previstas. Tenemos conocimiento de un grupo bicameral que estaría preparando un 
borrador sobre los perjudicados por la dictadura militar. Se hablaba allí de la reparación integral, pero no veo 
por qué no se puede incluir un artículo que solucione el tema de los funcionarios restituidos del Estado. Esta 
sería una de las posibilidades. 


Otra de las posibilidades de la que se ha hablado con algunos señores Diputados es que se pueda acceder a lo 
que estima el doctor López Goldaracena para las víctimas del terrorismo de Estado, que sería que ninguno 
recibiera menos de ocho bases y media de prestaciones. Este es el mínimo que prevé el doctor López 
Goldaracena, con quien hemos mantenido muchas conversaciones. Así está planteado el tema. 


Por otra parte, ya les hemos presentado un anteproyecto de ley que es muy breve. Una de las cosas que aclara 
es la derogación o la anulación de aquel famoso artículo 17 del Capítulo IV de la Ley N* 15.783, que exigía 
los diez años de servicio al momento de la destitución. 


En 2003, fue la última vez que se dio este beneficio. En esa ocasión, a los docentes se les dio la oportunidad 
de acceder a este beneficio por medio de la Ley N* 17.620. 


Lo que nosotros estamos presentando es una nueva ley, porque una ley interpretativa de la Ley N* 15.783, tal 
como se ha redactado hasta ahora, no suprime esta exigencia. Cuando en 2003 se presentaron los docentes al 
BPS, que tiraron cuetes cuando se sancionó esa ley por poder acceder a ese beneficio, este organismo empezó 
a descartar gente en grandes cantidades porque no tenía los diez años de servicio que preveía la ley treinta 
años atrás. Sin embargo, al día de hoy, esta gente tiene treinta años de servicios y de aportes o más al BPS. 
Seguir exigiendo eso es insólito. 


Quiere decir que nuestro proyecto de ley estaría dentro del marco de la Ley N* 15.783. 


Nosotros hemos hablado claro. Hemos dicho que tenemos registradas a trescientas o cuatrocientas personas, 
no más. Puede aparecer alguno más, pero no venimos aquí a decir que somos una organización de trescientas 
personas para que aparezcan 15.000 atrás. Somos honestos. Nuestro tema está planteado así. Es un grupo 
perfectamente acotado porque es el de aquellos funcionarios que fueron restituidos al Estado por la Ley 

N? 15.783 y la N* 15.737, que es la ley de amnistía. 


SEÑOR GONZÁLEZ..- Nosotros no pedimos un privilegio, sino una igualdad con los demás restituidos 
que pudieron jubilarse por la Ley N” 15.783. No pedimos indemnización; no pedimos nada. Somos 
conscientes de las dificultades de este Gobierno, que es nuestro gobierno, pero me parece que hay una 
iniquidad cuando hay compañeros que ganan $ 12.000 o $ 13.000, jubilados por la Ley N” 15.783, y 
otros compañeros que están jubilados con $ 3.500 o $ 4.000. Esto no es culpa de este gobierno sino de 
los anteriores, cuando se redactaron las leyes y se crearon las AFAP. 


Sencillamente, estamos pidiendo que se haga justicia. Con esto estoy diciendo todo. Reitero que no queremos 
ningún privilegio. Hay compañeros que están en muy mala situación, vendiendo en la calle. Quienes lucharon 
toda la vida por el Frente Amplio, hoy están con un puesto en la calle, en la feria; no tienen trabajo. Son 
compañeros que tienen muchos años de edad; algunos de ellos están enfermos. 


SEÑOR PUPPO.- Quiero decir que simplemente fuimos restituidos a la anterior situación. No es una 
reparación lo que se hizo con estos perseguidos políticos. Es así como está planteado el tema y 
esperamos sensibilidad de esta Comisión y del Parlamento. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quiero que le quede claro a la delegación que nosotros, en principio, tomamos 
nota de todo el planteo que han realizado. Además, es un tema que ya conocemos. Luego, la Comisión 
resolverá qué pasos podemos dar como Comisión de Derechos Humanos. De cualquier manera, son 
temas que habitualmente se procesan por otras Comisiones, sobre todo, la de Seguridad Social. En este 
camino de la reparación ha habido avances, pero lógicamente todavía quedan muchas cosas por 
resolver. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Coincido con lo que señalaba el señor Diputado Rodríguez. ¿Han solicitado 
entrevista con la Comisión de Seguridad Social? 


SEÑOR PUPPO.- Sí, ya nos hemos reunido un par de veces con la Comisión de Seguridad Social. No 
hemos tenido respuesta. Incluso, siempre el Secretario de esa Comisión dice que hace mucho tiempo el 
Parlamento envía estos temas al Poder Ejecutivo y no obtiene respuesta. 


Usted sabe muy bien que puede haber más de uno que diga que estos señores ya fueron reparados. Entiendo 
que hay gente que al día de hoy todavía no ha sido reparada. Es muy cierto. Ni que hablar de los 
desaparecidos. Yo por eso no me voy a quedar quieto. Para nosotros una simple restitución no significa una 
reparación, más aun cuando acá hay un antecedente de que este beneficio se dio fuera de plazo. 


Yo siempre me planteé lo siguiente. Si tomamos una foto en un escenario del BPS en el año 1992, vemos un 
restituido del Estado gestionando su pasividad por la ley corriente, y al lado, un funcionario restituido de 


ANCAP o de ANEP, gestionando su pasividad con un 125%, me parece que es totalmente injusto e 
inequitativo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como decía el señor Diputado Rodríguez, la Comisión recibe a las 
delegaciones, luego estudia los planteos y decide las acciones a llevar adelante. 


Agradecemos su visita. 
(Se retira de Sala la delegación de funcionarios restituidos del Estado por la Ley N* 15.783) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Comisión por el reencuentro de los uruguayos) 


La Comisión da la bienvenida a una delegación de la Comisión por el reencuentro de los 
uruguayos, integrada por la señora Paulina Suárez y por los señores Baudilio Hernández, Erardo 
Velázquez, Angel Martínez, Pedro Rojas, Nelson de León, Oscar de la Torre y Carlos Areosa. 


SEÑOR VELÁZQUEZ.- Agradecemos que nos hayan recibido. 


Nosotros ya estuvimos conversando con ustedes en diciembre de 2007, pero no hemos tenido respuesta hasta 
el momento, por eso volvimos a solicitar una nueva entrevista. 


La Comisión por el reencuentro de los uruguayos hace veintitrés años que viene gestionando la reparación de 
todos los trabajadores y compañeros que fueron perjudicados por la dictadura. Por lo tanto, lo que nosotros 
planteamos es que haya una ley reparatoria. 


Si bien es cierto que la última ley de las dos que se sancionaron tuvo un avance importante, no ha reparado a 
muchos compañeros. Vamos a dejar en la Comisión una lista de casi cuatrocientos compañeros ahora no debe 
haber esa cantidad porque ya han fallecido que están en esta situación. Esa gente, por no haber sido 
procesada, no está amparada por la Ley_N” 18.033, porque le faltan los años de aporte jubilatorio o porque tal 
vez no ha cumplido sesenta años. Hay casos de personas que le faltan seis meses de aportes jubilatorios y no 
se puede acoger a la ley. Esto lo hemos venido planteando pues entendemos que se comete una injusticia. Por 
eso decimos que es una ley discriminatoria en todo sentido. Hay personas que no han podido trabajar en 
ningún período. Nosotros hemos planteado que se encuentre alguna solución a esta situación. 


En el año 1994 elaboramos un proyecto con el compañero Guillermo Chifflet. Planteamos la creación de un 
impuesto que no fuera cargado al pueblo para que el Gobierno no tuviera que hacer un gran desembolso. 
Propusimos un impuesto a aplicar en los juegos de azar, que no recaía en la población. Vimos esa posibilidad 
y el compañero Chifflet en ese momento dijo que era viable. 


El tiempo pasó, las cosas no se dieron, continuamos haciendo gestiones y más gestiones. En una oportunidad, 
concurrimos, junto con los compañeros Astori, Gil y Crottogini, a una Comisión para hablar con el doctor 
Sanguinetti. Pero no logramos absolutamente nada. 


Nosotros vemos que hay casos que se realizan para un lado y no para otro. Decimos esto porque conocemos 
gente que estuvo peleando en las divisas de 1904 y a esa se le dio una pensión. El documento que establece la 
pensión dice: "Los militares, los civiles, que intervinieron en la campaña del año 1897 y del 1904, como 
Jefes, Oficiales o personal de tropa de las Fuerzas Armadas Nacionales o de las fuerzas revolucionarias, 
tienen derecho a una pensión mensual y a $ 120 acumulables a cualquier otra asignación que percibieron los 
titulares por concepto de jubilación, retiro o pensión". La Ley_N? 18.033 dice que aquellas personas que 
perciben otra pensión u otra jubilación tendrán que optar por la que le convenga más. Quiere decir que hay 
gente que tiene una jubilación por supuesto más baja que la que le otorga la Ley N” 18.033, que se la ganó 
con las leyes de este país, y tiene que dejar de percibirla. 


Por lo tanto, nos preguntamos por qué hay una discriminación en determinadas situaciones. Consideramos 
que hay que reparar los derechos humanos y esta Comisión juega un rol preponderante. Hubo mucha gente 
que estuvo en la clandestinidad, en el exilio y presa y otra que no pudo trabajar más porque pasó por la 
policía, por los cuarteles, por las dependencias de detenciones y después no conseguía trabajo. Muchas 
personas se preguntan por qué no han trabajado. Me imagino que sí trabajaron, pues son personas pobres y 
así no podían vivir, pero lo hicieron en negro. Todas esas personas trabajaron de una u otra forma, pero no lo 
pudieron hacer como se debe 


No hay razón para que un ciudadano del país, que tiene su familia constituida, tenga que trabajar en negro. El 
hecho de trabajar en negro lo deja al margen de la ley. Consideramos que no es justo que a esa gente no se la 
repare. 


Venimos con este planteo porque hace tiempo que algunas personas nos han manifestado la intención de 
encontrar una solución al tema. Tenemos la esperanza, la tranquilidad de que ustedes van a buscar alguna 
solución a esta problemática. Esperamos que se solucione la situación de los compañeros trabajadores. 


Nosotros elaboramos un documento, que entregamos a todos los Partidos políticos y a los Ministros, con la 
esperanza de encontrar alguna solución. Aparentemente, no se leyó ese documento y, por eso, volvemos a 
replantear el tema. Hemos mantenido conversaciones con algunos Senadores y Diputados y nos dijeron que 
clasificáramos cinco puntos. Hicimos esa clasificación a través de un memorándum que vamos a repartir, y 
pensamos que puede haber alguna negociación. 


Alguna gente nos ha planteado que es un poco exagerado lo que pedimos, pero no es así. En el año 1973 los 
salarios eran buenos, había un buen poder adquisitivo, y la jubilación también era buena. Yo como trabajador 
hoy cobro una jubilación bastante importante comparada con las demás jubilaciones. Yo percibo ocho bases y 
media de prestación y, por eso, no me pude acoger a esta ley; estaba por encima del tope. 


Por otra parte, consideramos que el Acto N? 9 no puede existir en democracia; lo hicieron los militares 
golpistas y, por lo tanto, no debería existir. Hay que buscar la forma de anularlo. 


También, decimos que el Pacto de San José de Costa Rica está refrendado por los Gobiernos de América del 
Sur y por el Uruguay. Consideramos que no es un protocolo más. El protocolo debe existir para cumplirse. 
En el año 1951 se firmó la ratificación y aún no se cumple. Hay cosas que el Uruguay ha firmado y no se 
cumplen. 


Nosotros no tenemos otra cosa que lo que pasó anteriormente. Hace veintitrés años que venimos gestionando 
una ley de reparación. No lo hemos logrado, pero tampoco hemos hecho escándalos, no hemos insultado, 
agraviado o hecho algún escrache a nadie. Nosotros nos manifestamos pacíficamente dentro de la 
democracia. Por lo tanto, pensamos que si dentro de la democracia no se encuentran las soluciones a estos 
temas, entonces, señores Diputados, estamos haciendo gestiones de más. 


Pienso que la Comisión de Derechos Humanos tiene que jugar un rol preponderante en este tema, porque acá 
se lesionaron los derechos humanos. Por tanto, planteo nuevamente a esta Comisión encontrar una solución a 
esta problemática. 


Hemos conversado con los compañeros de este tema y llegamos a la conclusión de que todavía no hemos 
tenido respuesta de la Comisión de Derechos Humanos. Si no la tenemos, volveremos para continuar 
conversando y llegar a una solución. 


Consideramos que tenemos derecho a hacer este planteo, pues la Constitución nos ampara y, además, que no 
significa un desembolso enorme de dinero, aunque al principio puede parecer que sí. No es un desembolso 
abultado porque esta es una ley a término. Hoy, después de veintitrés años, no sé cuántos compañeros habrán 
muerto. Hace poco enterré a un compañero que tenía sesenta y dos años; yo tengo setenta y siete. Ese 
compañero pasó por momentos muy difíciles, por los atropellos de los militares, aguantó la máquina de 
tortura y estuvo tres meses detenido. Pienso que la gente más joven tendría que vivir un poco más que los 
más viejos. 


Queremos señalar que gente que ha pasado por la tortura hoy quedan excluidos de la Ley_N* 18.033, porque 
no fue procesada, no tiene diez años de aportes jubilatorios y no tiene sesenta años de edad. Nosotros 
queremos encontrar una luz, que andamos buscando hace mucho tiempo, que libere a todos los compañeros 
de esta situación muy embromada. 


Hay compañeros que tuvieron que dejar su jubilación de $ 3.000 o $ 4.000 para acogerse a una de $ 7.000. 
Pienso que $ 7.000 o $ 11.000 no es una solución hoy en día. Nosotros planteamos cinco puntos sobre nueve 
Salarios Mínimos Nacionales. Por las razones que dimos anteriormente, proponemos que se eliminen las 
trabas de sesenta años de edad y diez años de aportes. Además, pedimos que haya una sola franja, para todos 
por igual. Digo esto porque el terrorismo de Estado lo sufrimos absolutamente todos, tanto los presos, los 
exiliados, los clandestinos y los destituidos. 


En el día de hoy queremos saber qué posibilidades hay de que haya una ley reparatoria para todos por igual. 


Los que pasamos por los momentos difíciles sabemos de lo que estamos hablando. Nadie hizo guerrilla ni 
huelgas para jubilarse. Se pensó en una mejor sociedad, que todavía está en el debe. En aquellos momentos 
que atravesaba el país se cerraban fábricas. El Frigorífico Nacional se cerró hace muchos años, y también 
aquellos que sostenían a la clase trabajadora cuando estaban en huelga. Acá, en este mismo lugar, el gremio 
de FUNSA estuvo acampado, entre los años 1956 y 1957, durante ciento siete días. Pedíamos un préstamo, 
nos lo dieron, pero nosotros estuvimos en huelga antes. Yo fui a hablar con Sonsol a Flores y nos concedieron 
un préstamo de cuarenta jornales por ciento siete días que estuvimos acá, y lo pagamos a largo plazo, sin 
sentirlo, sin intereses. 


Por eso, queremos saber qué posibilidades tenemos de que resarzan todas esas situaciones. 


La situación social que vivimos en aquel momento, la trasladamos ahora y nos damos cuenta de que andamos 
por ahí nomás. Coyunturalmente, no hemos encontrado una respuesta favorable a la situación que padecimos 
en ese momento. Por eso, insistimos con que no hicimos huelga, paros, ocupaciones ni guerrilla ni nada, pero 
nunca pensamos que esta situación no iba a ser enmendada. Por suerte, no estuve en esa. Yo era dirigente 
sindical de FUNSA, por eso estuve bichándola desde la columna, pero igual me tocó el coletazo. Hice 
gestiones por compañeros que estaban presos el sindicato me designó esa tarea; lo hice con Hugo Batalla y 
con el negro Carvalho, que está en ANTEL, y en ese momento buscábamos la posibilidad de pelear por la 


libertad de los compañeros que estaban presos o de acercarles un medicamento o, por lo menos, saber si 
todavía vivían. 


Pasamos momentos muy negros, muy difíciles; el terrorismo de Estado fue terrible, una cosa de terror. 


Por lo tanto, hoy, que estamos tan cerca de nuestra "ida" de la vida, pedimos a todos los jóvenes legisladores 
que se acuerden que la edad nos vence, y vamos cayendo uno a uno, o muchos juntos vamos desapareciendo 
de este mundo, y pedimos que, por lo menos, los últimos años de nuestras vidas podamos vivirlos con 
felicidad. 


Este es nuestro planteamiento esquematizado y generalizado, porque ya estuvimos en esta Comisión una vez. 


SEÑOR DE LA TORRE.- He escuchado con máximo respeto el sentimiento de nuestro compañero 
Velázquez. 


Como sabrán, nuestra comisión se llama "Comisión de Reencuentro de los Uruguayos". Cada uno de los 
uruguayos supo en su tiempo la necesidad de defender sus derechos, las conquistas laborales trabajando, y en 
paz, con fuerza. 


Voy a cumplir sesenta y cuatro años. En la década del setenta entré a trabajar a los depósitos de frío de un 
frigorífico y en el Frigorífico Uruguayo. La industria tradicional tuvo diferencias entre los que eran del 
Estado y los otros. La década del sesenta fue muy convulsionada. El que formaba su familia tuvo que ir a 
poner el lomo si no tenía estudio, y quienes éramos jóvenes sabíamos qué era defender el derecho laboral sin 
ser amarillo ni carnero. Venía de un barrio donde aprendí a conocer la conquista laboral. Soy del Paso 
Molino, y por eso vi lo que eran las textiles, los frigoríficos y la lucha, los cambios. 


En la década del setenta se aprobó la Ley N* 13.912, porque nada daba el patrón si no era a través de las 
conquistas. 


Cuando cayeron las instituciones quedamos de referentes por lo que habíamos aprendido, y en esos años muy 
difíciles nos tocó a nosotros. En 1980, quienes nos quedamos acá, tuvimos que soportar y decir "No" a esa 
tremenda fuerza de organización que había diezmado todas las conquistas sociales. 


Recuerdo el 1 de mayo de 1983 cuando un grupo de ciudadanos de todas las colectividades pedían libertad, 
más los trabajadores, porque a nosotros nos costó muchos años la celebración de un 1? de mayo. Hoy que 
somos veteranos y tenemos que dar una respuesta de todas esas conquistas a la democracia que ahora 
tenemos, que es de todos, tenemos que decir que soy Pedro, que Juan, y me quedé. Cuando nos preguntan 
qué hizo usted, contestaremos: yo no fui carnero, no tiré, no rompí, trabajé y luché. Sin embargo, en muchos 
lados nos dicen: "Usted no existe; no figura. Se infartó". No sé qué pasó a este país y le sigue pasando a los 
que somos veteranos y queremos seguir luchando por esta democracia que la necesitamos, porque a todos nos 
costó recuperarla, más a los que nos quedamos. 


Cuando vemos que no hay una ley interpretativa para hacer un reconocimiento a todos, nos damos cuenta que 
sigue siendo un país de hijos y de entenados. La buena voluntad para hablar y organizarnos no la debemos 
perder los orientales. Es una particularidad muy importante para conocer y saber, y todos acá porque este país 
es muy chico sabemos quién sirve. Creo que aportamos a la democracia, a la libertad y al conocimiento, y 
también al trabajo, al sacrificio de todos aquellos anónimos que hoy no pueden ni siquiera darse el lujo de 
organizarse, porque si lo hacen se les pregunta: "¿Dónde estaba usted si no figura?". 


Esta Comisión que trabaja con mucha dedicación y esmero, a la uruguaya, en esta democracia que ojalá dure 
muchos años sea auténtica e interprete y reconozca a aquellos, hoy veteranos, que en un momento difícil del 
país tuvimos que tomar las riendas y seguir dando, creyendo en la democracia y en las conquistas sindicales, 
que todavía hoy no tenemos. Hoy se habla de derechos humanos, pero hay que investigar en lo más profundo 
y trabajar bien para generaciones venideras. En el frigorífico Uruguayo nos tocó un grupo que hoy es 
reconocido como "Hangar 10"; la huelga grande fue horrible y nosotros amparamos la Constitución, en paz. 
Cuando volvimos, en mi empresa había otra gente, y al patrón le servía porque trabajaba por menos. Tuvimos 
que hablar, después de que pasó mucho tiempo. 


Acá no se ha dicho toda la verdad de quienes nos quedamos. Todavía tenemos heridas grandes, y se sufre, y 
la transmitimos a través de los diarios, pero ¿cuándo? Cuando somos personas que tenemos sesenta y pico de 
años y vamos a hacer una historia laboral. No fui carnero ni amarillo y trabajé para conquistar esta 
democracia que compartimos, entre todos y con todos, pero sigue huérfana de entendimiento, de 
conocimiento y sigue con aquello de que acá hay hijos y entenados. 


Agradezco la atención de los dignísimos representantes de nuestro Parlamento y el sentimiento que han 
puesto mis compañeros, principalmente Velázquez, porque podría estar tranquilo y decir: "Arréglense como 
puedan, pero un grupo de veteranos nos juntamos todos los días", acaudillados por él para hacer mejor la 
cosa. 


En este espacio y en este tiempo que hemos venido reclamando, queremos una respuesta de verdad. 


Me ha pasado de ir a una oficina donde me preguntaron: "¿Usted cómo se llama?". Respondo: "Fulano de 
Tal; trabajé en tal lado". No existe el expediente, hay que ir a buscarlo. Me ha pasado a mí y a otros. ¿Qué 
pasó acá? ¿Qué hizo la dictadura que nos sacó de las mentes un montón de cosas? 


Está en el sacrificio de ustedes volverlo a hacer y en nosotros volver a creer en toda la colectividad política, y 
sindical, por qué no. ¿Qué me pasó a mí que fui un burro de carga y tuve que salir a trabajar, en los años que 
eran bien democráticos? De un día para otro teníamos un seguro de paro, una bolsa de trabajo que estaba en 
la calle Maciel 1490. Al otro día, vinieron con una grúa a juntar gente, si no éramos enemigos y había que 
irse, 


Ya había otra gente para ocupar el lugar, porque el número de personas estaba creciendo. Nosotros 
trabajamos muchísimo en este país como otros ignorados para conquistar esta democracia, y hay otros que 
todavía siguen siendo olvidados sindicalmente. 


Agradezco lo que se está haciendo y ojalá se siga dando esta oportunidad democrática y de trabajo para toda 
la clase obrera en general. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Edgardo).- Uno de nuestros visitantes nos dijo que habían estado antes 
aquí y yo lo recuerdo y que no habían obtenido una respuesta de la Comisión de Derechos Humanos. A 
mí me gusta que cuando la gente viene acá sepa lo que pensamos y que se vayan con la idea clara de 
qué es lo que se puede hacer y qué no. Quizás debemos hacernos una autocrítica en el sentido de no 
haberles brindado una respuesta concreta para que se pudieran orientar, porque me da la impresión 
que tienen una expectativa desmedida en cuanto a los roles y a las posibilidades de esta humilde 
Comisión. 


Nosotros entendemos toda la situación que ustedes han planteado y la conocemos. Sin duda hay cuestiones 
de derechos humanos afectadas, de ustedes y de muchísima otra gente que ni siquiera viene al Parlamento. 
En definitiva, lo que ustedes buscan no es una declaración de solidaridad reconociendo todo lo que ha pasado 
y todo lo que la dictadura perjudicó a muchísima gente. Soy un legislador joven y no viví muchas de las 
cosas que ustedes vivieron quizás muchos de los que estamos acá tampoco las vivieron plenamente pero de 
alguna forma también fuimos afectados. En definitiva, de lo que se está hablando es de cómo distribuir el 
dinero. Ustedes han sido afectados, pero también hay muchos uruguayos que todavía no tienen sus derechos 
humanos plenamente vigentes. A los que somos Diputados nos toca estar muchos días en nuestras oficinas y 
muchos otros en las calles, hablando con la gente. Por eso, conocemos a muchísima gente que de repente a 
los sesenta y pico de años, por cómo ha funcionado el país, no tiene los aportes jubilatorios y andan viendo 
cómo pueden hacerse de una pequeña pensión para no morirse totalmente en la indigencia. No son pocos los 
que están en esa situación. A nosotros nos toca la responsabilidad de velar por los derechos de todos los 
uruguayos: los de ustedes y también los de los otros, que realizan múltiples planteos de todo tipo. Hay gente 
que ha sido afectada por la dictadura y otra por la vida del país, ya que al llegar a viejos se encuentran en una 
situación bastante penosa. De alguna forma tenemos que encontrarles una solución. 


Sinceramente, nosotros tomamos su planteo; somos conscientes de que hay una preocupación. Se ha 
avanzado en distintas leyes que tienen que ver con la reparación, seguramente, parcial. 


En la lista que ustedes tienen quizás haya que revisarla vemos que hay algún jerarca del Gobierno que me 
supongo no tendrá tanta dificultad. Además, tampoco es una persona tan anciana. 


Comprendemos el concepto planteado, y queremos trasmitir por lo menos, en lo personal algo bien concreto, 
para que se vayan con la idea clara. Estos temas requieren plata. Se puede decir: "Bueno, podemos inventar 
un impuesto". Todo es posible. Quizás algún Diputado yo no me considero dentro de ese tipo pueda decirles: 
"Sí, muchachos, lo de ustedes es bien viable; vamos a buscar una solución por ahí", para quedar bien con 
ustedes, pero no es eso lo que precisamos; precisamos sinceridad y plantear el problema globalmente, porque 
es muy complejo. 


Tampoco hay que descartarlo, porque no plantear las cosas tampoco sirve. Ustedes que han sido sindicalistas 
saben bien que hay que luchar y está bien que lo hagan pero nosotros estamos del otro lado del mostrador y 
tenemos que plantear las dificultades que existen. No sé si me explico, pero me gusta que la gente se vaya 
con las ideas claras. 


Los caminos no están cerrados, pero tampoco son tan sencillos. Habrá que seguir buscando, y quizás con 
creatividad se pueda encontrar, a la larga, alguna solución de reparación 


Aquellas leyes que se hicieron para resolver la situación de 1904 y de 1897 ampararon a mucha gente; era 
otro país y de repente se podía hacer. Yo recuerdo cuando era gurí chico que todavía había viudas e hijas de 
los guerreros de aquella época cobrando las pensiones. Seguramente había muchos recursos para hacerlo. 
Aquel era un país muy diferente al que tenemos hoy. Pero hay que seguir trabajando para conseguir una 
verdadera reparación. Por lo que hemos visto, casi todas las reparaciones incluyen el dinero; no es solo una 
cuestión de declaración. 


Desde el punto de vista personal quería trasmitirles esto no es la respuesta oficial de la Comisión; ésta 
decidirá cuándo discutirá el tema; seguramente cuando ustedes se retiren lo vamos a evaluar y ver qué 
caminos se pueden seguir para que sepan lo que pienso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Derechos Humanos recibe los planteos de las delegaciones, 
posteriormente reflexiona sobre lo que han acercado y resolvemos buscando el consenso 


Es importante que ustedes sepan que todo aquello que signifique una erogación de dinero tiene iniciativa 
privativa del Poder Ejecutivo. Ustedes saben esto; nosotros podemos plantear nuestra aspiración al Poder 
Ejecutivo, pero se necesita la iniciativa de éste para que se transforme en un proyecto de ley. 


SEÑOR VELÁZQUEZ.- La verdad es que nosotros nos sentimos muy conformes y reconfortados 
desde el punto de vista de la atención que hemos recibido por parte de casi todos los señores 
legisladores, y de forma muy especial por esta Comisión 


Nosotros ya estuvimos una vez en esta Comisión y volvimos. Sabemos cómo se ensamblan los proyectos de 
ley; sabemos que tiene que tener iniciativa del Poder Ejecutivo, pero la verdad es que a nosotros se nos hace 
muy difícil acercarnos al Poder Ejecutivo. Si bien es cierto que nos han atendido algunos Ministros, 
simplemente lo que hicimos fue conversar con ellos y plantearles la situación. Hace un rato estuvimos con la 
ingeniera María Simon, Ministra de Educación y Cultura, quien nos atendió maravillosamente bien, así como 
esta Comisión. Por tanto, estamos agradecidos por la atención. 


Pido disculpas porque, a veces, en el fragor de la conversación y con el afán de encontrar la solución a los 
temas, pudimos haber levantado la voz y ser un poco agresivos. Si hubo agresividad, pido que la dejen a un 
costado. De todas maneras, reconocemos en ustedes la atención por recibirnos. Por ahí entre todos podemos 
buscar una respuesta a este tema. 


Yo creo que no se precisa mucho; es una ley a término. Yo pienso que en el 2010 quedaría un 30% o un 35% 
cobrando esta reparación, y en el 2029 un 1% o un 2%, ya que el promedio de vida son setenta y dos años. Si 
un joven en 1973 tenía dieciocho años, en el 2029 va a tener setenta y cuatro. Quizás pueda ser un 
desembolso enorme al principio, pero con el devenir del tiempo va a ir menguando, ya que esta ley no es 
regenerativa. Por lo tanto, las generaciones que vengan no se podrán acoger a ella. 


Creo que hubo una mala interpretación. Cuando se trabajó sobre la Ley N* 18.033 alguien dijo, sin saber, sin 
ningún sentido común, que había diez mil clandestinos, veinte mil exiliados y cinco mil presos. Era una 
enorme cantidad de personas: treinta y cinco mil. Fíjense que hoy somos cuatro mil y algo de personas que 
pasamos por la Comisión planteando una solución. Dentro de la Comisión presumimos que somos alrededor 
de seis mil; yo creo que no alcanzaríamos a siete mil personas amparadas. Pero, como decía, muchachos 
bastante jóvenes, de sesenta y dos años, han quedado en el camino, y van a quedar muchos más. A veces 
ocurre que estamos resolviendo un tema en la Comisión especial y a la otra reunión se plantea un amparo 
para la viuda, porque falleció el titular. Generalmente, los que tienen compañera andan por la misma edad. 
De repente la reparación se prolongue un poco más allá en el tiempo, pero los promedios de los análisis que 
se hicieron refieren deben estar criteriosamente hechos a setenta y dos años de vida. Quizás, haya alguno 
como mi caso. No sé quién me dio cinco años, que estoy usufructuando los cinco años de esa persona. Me 
pasé de los cinco años. No tendría que estar acá; tendría que estar en otro lado. 


Por lo tanto, lo que queremos decir a todos ustedes ustedes son más jóvenes que nosotros es que nos dejen 
morir con una sonrisa de alegría. 


Agradezco la atención que han tenido. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de la delegación. 


(Se retira de sala la delegación de la Comisión por el Reencuentro de los Uruguayos) 


Dado que en veinte minutos comienza la sesión extraordinaria, plantearía la posibilidad de 
analizar las entrevistas en una próxima reunión. 


SEÑOR CASARETTO.- Solicito ser recibido en la sesión de la Comisión que analice el tema planteado 
por el periodista Alfonso, que pensé iba a ser analizado ahora. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Así se procederá. 


Se levanta la reunión. 
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